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se indican en el Pliego de Condiciones Jurídico-Adminis-
trativas.

Presupuesto máximo: 6.200.000 ptas.
Garantías:
Provisional: 124.000 ptas.
Definitiva: 248.000 ptas.

Sevilla, 22 de junio de 1998.- La Concejal Delegada de
Economía y Turismo, M.ª del Mar Calderón Miranda.

AYUNTAMIENTO DE UBEDA

ANUNCIO. (PP. 2457/98).

El Ayuntamiento de Ubeda anuncia el siguiente concurso:

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Ayuntamiento de Ubeda.
b) Dependencia que tramita el expediente: Negociado de

Patrimonio.
2. Objeto del contrato.
a) Descripción del objeto: Servicio de retirada de Vehículos

a Depósito Municipal mediante vehículo-grúa.
b) Lugar de ejecución: Ubeda.
c) Plazo de ejecución: Un año prorrogable hasta 10.
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso.
4. Presupuesto base de licitación o canon de explotación.

Importe total: 5.184.874 ptas.
5. Garantías. Provisional: 103.697 ptas.
6. Obtención de documentación e información.
a) Entidad: Ayuntamiento.
b) Domicilio: Plaza del Ayuntamiento, s/n.
c) Localidad y código postal: Ubeda, 23400.
d) Teléfono: 953/75.04.40.
e) Telefax: 953/75.07.70.
f) Fecha límite de obtención de documentos e informa-

ción: Hasta terminación plazo presentación proposiciones.
8. Presentación de las ofertas o de las solicitudes de

participación.
a) Fecha límite de presentación: 26 días naturales a partir

BOJA.
b) Documentación que integrará las ofertas:

a) Documento Nacional de Identidad y, en su caso, escri-
tura de constitución o modificación de la persona jurídica lici-
tadora, debidamente inscrita en el Registro Mercantil o el que
corresponda.

b) Escritura de poder, asimismo inscrita en el Registro
Mercantil, bastanteada por el Secretario del Ayuntamiento o
Letrado Consistorial, si se actúa en representación de otra
persona.

c) Resguardo acreditativo de haber depositado la garantía
provisional.

d) Declaración responsable ante autoridad judicial, admi-
nistrativa, Notario Público u Organismo profesional cualificado

de la no concurrencia de las circunstancias previstas en el
art. 20 de la Ley 13/95. La circunstancia e) se complementará
con la referencia a la Ley del Parlamento de Andalucía 5/1984,
de 23 de abril, de Incompatibilidades de Altos Cargos de la
Administración Andaluza.

e) Memoria explicativa del modo de prestación del servicio
con expresión de los elementos materiales que se ofrecen, del
personal a adscribir al servicio y referencias personales o de
la entidad y experiencia en servicios análogos. Se expresarán
con claridad cada uno de los extremos requeridos y se espe-
cificarán las mejoras introducidas en relación con las exigencias
mínimas. Todas las mejoras que se ofrezcan han de significar
un beneficio para el servicio y consistirán en una ventaja o
ampliación sobre las exigencias mínimas y no en una modi-
ficación o corrección de éstas. El Ayuntamiento, al acordar la
adjudicación, determinará las mejoras que acepta y que rechaza,
vinculando aquéllas al adjudicatario y no pudiendo el rechazo
de éstas determinar renuncia a la adjudicación por parte del
adjudicatario.

f) Certificación de la Tesorería de la Seguridad Social acre-
ditativa de estar al corriente en el pago de las cuotas de la
Seguridad Social.

g) Certificación de la Administración Tributaria de estar
al corriente en el cumplimiento de las obligaciones tributarias
y de alta en el Impuesto de Actividades Económicas.

h) Acreditación de la solvencia económica y financiera
por uno o varios de los medios establecidos en el artículo 16
de la LCAP.

i) Acreditación de solvencia técnica o profesional por uno
o varios de los medios establecidos en el artículo 19 de la
LCAP.

j) Las empresas extranjeras, no comunitarias, se some-
terán a los requisitos establecidos en el artículo 23 de la LCAP.

k) Para el caso temporal de empresas, debe cumplimen-
tarse lo dispuesto en el artículo 24 de la LCAP.

c) Lugar de presentación. Registro de Entrada:

1.ª Entidad: Ayuntamiento.
2.ª Domicilio: Plaza del Ayuntamiento, s/n.
3.º Localidad y código postal: Ubeda, 23400.

d) Plazo durante el cual el licitador estará obligado a
mantener su oferta (concurso): Hasta la adjudicación del
contrato.

9. Apertura de las ofertas.
a) Entidad: Ayuntamiento.
b) Domicilio: Plaza del Ayuntamiento, s/n.
c) Localidad: Ubeda.
d) Fecha: 5.º día hábil siguiente al de terminación de

presentación de proposiciones, salvo que la Mesa de Con-
tratación señale otro día en razón al otorgamiento de plazo
para subsanación de deficiencias en la documentación pre-
sentada, lo que se hará público mediante Edicto en el tablón
de anuncios del Ayuntamiento y se notificará a los licitadores.
Sábados inhábiles a estos efectos.

e) Hora: 12,00.
11. Gastos de anuncios. Por cuenta del adjudicatario.

Ubeda, 17 de julio de 1998.- El Alcalde.
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5.2. Otros anuncios

CONSEJERIA DE GOBERNACION Y JUSTICIA

RESOLUCION de 21 de agosto de 1998, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la
Resolución adoptada por la Consejera resolviendo el
recurso ordinario interpuesto por don Francisco Fede-
rico Cortés Heredia, contra la Resolución que se cita.
Expediente sancionador núm. AL-252/96-EP.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don Francisco Federico Cortés Heredia, contra
la Resolución del Ilmo. Sr. Delegado de Gobernación en Alme-
ría, por la presente se procede a hacer pública la misma,
al no haberse podido practicar en su domicilio, reproducién-
dose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación y
Recursos de esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4,
Sevilla), pudiendo acceder al mismo previa acreditación de
su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a veintisiete de abril de mil
novecientos noventa y ocho.

Visto el recurso ordinario interpuesto y a tenor de los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Por el Ilmo. Sr. Delegado de Gobernación en
Almería, se dictó, en fecha 10 de diciembre de 1996, reso-
lución en el expediente arriba referenciado, imponiendo a don
Francisco Federico Cortés Heredia una sanción económica con-
sistente en una multa de cuarenta y cinco mil pesetas (45.000
ptas.), como consecuencia de una infracción del ar-
tículo 1 de la Orden de 14 de mayo de 1987 de la Consejería
de Gobernación por la que se regula el horario de cierre de
espectáculos y establecimientos públicos (BOJA núm. 42, de
18 de mayo de 1987), tipificada como infracción leve en
el artículo 26.e) de la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero,
sobre protección de la seguridad ciudadana (BOE núm. 46,
de 22 de febrero de 1992), en virtud de una denuncia de
la Policía Local del Ayuntamiento de El Ejido (Almería), en
la que se puso de manifiesto que el establecimiento deno-
minado disco pub “La Plaza”, sito en la localidad de El Ejido
(Almería), se había excedido en los horarios establecidos para
el cierre de establecimientos públicos el día 4 de agosto de
1996 a las 4,15 horas.

Segundo. Notificada la resolución en fecha 18 de febrero
de 1997, el interesado interpone recurso ordinario el día 18
de marzo de 1997, por el que manifiesta a tal efecto lo
siguiente:

- Se niegan los hechos que se relatan tanto en la pro-
puesta de resolución como en la propia resolución, por cuanto
no se ajustan a la verdad.

- Se vulnera el artículo 19.1 del Real Decreto
1398/1993, de 4 de agosto, por el que se aprueba el Regla-
mento del procedimiento para el ejercicio de la potestad san-
cionadora. Tanto la propuesta de resolución como la propia
resolución son de la misma fecha, en este caso de 10.12.96,

por lo que no se ha concedido plazo alguno para formular
alegaciones o presentar documento alguno.

- Solicita se declare la nulidad del expediente sancionador
en base al artículo 62 de la Ley 30/92.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

Es competencia de la Excma. Sra. Consejera de Gober-
nación y Justicia, en virtud del artículo 39.8 de la Ley 6/1983,
de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma (BOJA núm. 60, de 29 de julio de 1983),
la resolución de los recursos ordinarios interpuestos al amparo
del artículo 114 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común (BOE núm. 285, de 27
de noviembre), contra las resoluciones de los Delegados de
Gobernación.

I I

Según determina la jurisprudencia “el conocimiento de
la acusación es indispensable para poder ejercer el derecho
de defensa” (STC 141/1986, de 12 de noviembre), por tanto,
la acusación debe ser previamente formulada y conocida para
que el procedimiento ofrezca las garantías debidas, y todo
ello, con la evidente finalidad de que puedan ejercitar los acu-
sados el inviolable derecho de defensa efectuando alegaciones
y proponiendo pruebas en toda su extensión, evitando la inde-
fensión (STC 54/1985, de 18 de abril). Ahora bien, de la
misma forma que en el proceso penal se exige que desde
los mismos inicios del procedimiento se comunique al sujeto
pasivo los términos de la imputación provisional, también en
el procedimiento administrativo es reclamable dicha comu-
nicación, la cual será efectuada en el propio acuerdo de ini-
ciación del procedimiento, por tanto, en el momento de for-
malizarse la “imputación provisional” de un hecho ilícito a
un sujeto determinado surge igualmente el genérico derecho
de defensa (STC 37/1989, de 15 de febrero). Al interesado
se le notifica el acuerdo de incoación del expediente en fecha
21 de noviembre de 1996, concediéndole un plazo de diez
días, a partir de la notificación, para aportar cuantas alega-
ciones, documentos o informaciones estime convenientes y,
en su caso, la proposición y práctica de la prueba, de con-
formidad con lo establecido en el artículo 24 del Real Decre-
to 1398/1993, de 4 de agosto, por el que se aprueba el
Reglamento del procedimiento para el ejercicio de la potestad
sancionadora.

El interesado no hace uso de este derecho en el pro-
cedimiento pudiéndose declarar, tal como lo hace la juris-
prudencia en sentencia del Tribunal Supremo de 1 de octubre
de 1992 que “el imputado tiene, desde luego, legítimo derecho
a declarar o no declarar y nadie puede obligarle a hacerlo
en uno u otro sentido, y si declara sólo lo hará en los términos,
respecto a su contenido que quiera, pero este principio esencial
es perfectamente compatible con la valoración igualmente legí-
tima, que el Tribunal hace incluido el hecho de no querer
declarar. De la no declaración, sin más, no podrá nunca obte-
nerse una presunción de confesión de hechos o de partici-
paciones, pero si otras pruebas imputan a una persona un
hecho y aquélla no quiere declarar, no podrá con toda obvie-
dad, por imposibilidad al mantenerse el silencio, contradecir
los argumentos contrarios e introducir así la convicción de
lo opuesto a la tesis acusatoria ante el juzgador y, en último


